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Ha decidido

Estimar el presente recurso de amparo y, en con­
secuencia:

1.° Restablecer a la recurrente en su derecho a la
tutela judicial efectiva.

2.° Anular el Auto de 10 de diciembre de 1993,
dictado por la Sección Segunda de la Sala de lo Social
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid.

3.° Retrotraer las actuaciones al trámite de admisión
del recurso, para que se dicte una nueva decisión no
lesiva de los derechos fundamentales de la recurrente.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletrn Oficial del
Estado».

Dada en Madrid.. a veinte de junio de mil novecientos
noventa y cinco.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vicente
Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enrique Ruiz Vadi:
1I0.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Javier Del­
gado Barrio.-Firmados y rubricados.

17809 Sala Primera. Sentencia 100/1995, de 20
de junio de 1995. Recurso de amparo.
1.460/1994. Contra Sentencia de la Audien­
cia Provincial de Palma Mal/orca recaída en
recurso de apelación contra la dictada por el
Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Inca,
en Autos de juicio de cognición sobre reso­
lución de contrato de arrendamiento por expi­
ración del plazo contractual. Vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva: interpre­
tación formalista de los requisitos para inter­
poner recurso de apelación (consignación de
las rentas vancidas).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-,
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villalón. don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera y don Javier Delgado Barrio, Magistrados. ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de lImparo núm. 1.460/94, promovido
por don Antonio Seguí Tur, representado por el Procu­
rador de los Tribunales don Saturnino Estévez Rodríguez
y asistido por el Letrado don Juan García Rodríguez,
contra Sentencia de la Sección Tercera de la Audiencia
Provincial de Palma de Mallorca, de 22. de m.rzo de
1994. recaída en el recurso de apelación núm. 87/94,
contra la dictada por el Juzgado de Primera Instancia
núm. 1 de Inca, de 29 de octubre de 1993, en Autos
de juiciQ de cognición núm. 340/93, sobre resolución
de contrato de arrendamiento por expiración del plazo
contractual. En el proceso de amparo han comparecido
el Ministerio Fiscal y doña Francisca Amengual Fiol,
representada por el Procurador de los Tribunales don
Manuel Jesús Muñoz Fernández y asistida por el Letrado
don Felip Amengual Mañas. Ha actuado como Ponente
don Vicente Gimeno Sendra, quien expresa el parecer
de la Sala.

l. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Registro General.de
este Tribunal el dra 5 de mayo de 1994. don Saturnino
Estévez Rodrrguez. Procurador de los Tribunales. en nom­
bre y representación de don Antonio Segur Tur. interpuso
recurso de amparo contra la Sentencia 'de la Sección
Tercera de la Audiencia Provincial de Palma de Mallorca,
de 22 de marzo de 1994, que declaró mal admitido
el recurso de apelación interpuesto contra la Sentencia
del Juzgado de Primera Instancia núm. '1 de Inca. de
29 de octubre de 1993, dictada en Autos de juicio de
cognición núm. 340/93, sobre resolución de contrato
de arrendamiento por expiración del plazo contractual,
y decretó la firmeza de la sentencia apelada.

2. Los hechos en que se fundamenta la demanda
son, en síntesis. los siguientes:

a) Doña Francisca Amengual Fiol, propietaria de la
vivienda en la que habita en calidad de inquilino el
recurrente en amparo. don Antonio Segur Tur. promovió
contra aquél demanda de resolución del contrato de
arrendamiento de dicha vivienda, por expiración del pla­
zo contractual, cuya tramitación correspondió al Juzgado.
de Primera Instancia núm. 1 de Inca.

b) Admitida a trámite la demanda, compareció en
Autos como demandado el ahora recurrente en amparo.
continuando el procedimíento sus trámítes hasta Sen­
tencia.

c) La Sentencia dictada por el Juzgado de Primera
Instancia núm. 1 de Inca, de 29 de octubre de 1993,
estimó íntegramente la demanda y, en consecuencia,
declaró resuelto el contrato de arrendamiento. conde­
nando al demandado a dejar libre. expedita y a dispo­
sición de la actora la vivienda litigiosa. con apercibimien­
to de lanzamiento si no lo verificase en el plazo legal.

d) Contra la anterior Sentencia. el demandado y aho­
ra demandante de amparo interpuso recurso de ape­
lación el 25 de noviembre de 1993, para ante la Audien­
cia Provincial, habiendo consignado previamente, el dra
10 de noviembre de 1993, en el Banco Bilbao Vizcaya,
en la cuenta de depósitos y consignaciones judiciales
abierta a nombre del Juzgado de Primera Instancia
núm. 1 de Inca y en el procedimiento de cognición
núm. 340/93, las rentas correspondientes a los meses
de octubre y noviembre de 1993, en cuantía de 23.556
pesetas. Previamente consta otra consignaciól1 efectua­
da de la misma forma y para el mismo procedimiento
el día 3 de septiembre de 1993, en cuantra de 35.334
pesetas. también para el pago de rentas, si bien estas
consignaciones no aparecen reflejadas en los Autos.

e) El Juzgado, mediante providencia de 30 de
noviembre de 1993, tuvo por interpuesto en tiempo y
forma el recurso de apelación que fue impugnado por
la parte actora, -sin que en dicha impugnación se hiciera
referencia alguna a la falta de pago de las rentas por
el demandado- remitiéndose los Autos originales a la
Audiencia Provincial de Palma de Mallorca, mediante
proveído de 13 de diciembre de 1993, para la .sustan-
ciación del recurso de apelación. "

f) Recíbídos los Autos en la Sección Tercera de la
Audiencia Provincial de Palma de Mallorca, se formó
rollo de sala núm. 87/94. y no considerándose necesaria
la celebración de vista, se dictó Sentencia, el 22 de marzo
de 1994, por la que, sin entrar a resolver la cuestión
de fondo suscitada, se declaró mal admitido el recurso
de apelación, decretándose, en consecuencia la firmeza
de la Sentencia recurrida.
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Para fundamentar esta decisión la Sala argumenta
que se interpuso recurso de apelación «... sin acreditar
estar al corriente de pago de la renta o consignarla.
por lo que la providencia admitiendo el recurso vulneró
el arto 148.2 de la Ley de Arrendamientos Urbanos. sien­
do procedente declarar mal admitido el recurso de ape­
lación y firme y ejecutoria la Sentencia...

g) Por la representación del señor Seguí Tur se inter­
puso recurso de aclaración contra la Sentencia. que fue
denegado por Auto de 15 de abril de 1994.

3. Los fundamentos de derecho de la demanda de
amparo son, sucintamente, los siguientes:

Alega el recurrente la vulneración por la Sección Ter­
cera de la Audiencia Provincial de Palma de Mallorca
de los arts. 24 y 14 de la Constitución. Tales vulne­
raciones se habrían producido al haber efectuado la Sen­
tencia de apelación una interpretación excesivamente
rigorista del requisito contenido en el arto 148.2 de la
L.A.U. y así, sostiene el recurrente, la no constancia en
Autos de la consignación de las rentas efectivamente
efectuada. debió llevar a la Sala a requerir al recurrente
en apelación la debida acreditación de tal extremo, pero
no a la inadmisión directa del recurso. Esta interpretación
formalista del presupuesto procesal que para acceder
al recurso de apelación se contiene en el arto 148.2
de la L.A.U., habría supuesto la vulneración de su derecho
fundamental a la tutela judicial efectiva. citando en apoyo
de su tesis abundante jurisprudencia de este Tribunal.

4. La Sección Primera. en providencia de 18 de julio
de 1994, acordó admitir a trámite la demanda y requerir
a la Audiencia Provincial de Palma de Mallorca y al Juz­
gado de Primera Instancia núm. 1 de Inca que remitieran
testimonio. respectivamente, del rollo de sala
núm. 87/94 Y de los Autos de cognición núm. 340/93.
solicitándose asimismo del Juzgado de Primera Instancia
el emplazamiento de quienes fueron parte en el men­
cionado procedimiento. a excepción del recurrente en
amparo, para que en el plazo de diez días pudieran com­
parecer en este proceso constitucional.

5. Por Auto de 19 de septiembre de 1994, la Sala
Primera del Tribunal Constitucional acordó la suspensión
de la ejecución de la Sentencia recurrida a fin de evitar
el lanzamiento del recurrente. condicionando tal suspen­
sión a que se abonen puntualmente las rentas corres­
pondientes.

6. Mediante providencia de 20 de febrero de 1995,
se tienen por recibidas las actuaciones judiciales soli­
citadas de la Audiencia Provincial de Palma de Mallorca
y del Juzgado de .Primera Instancia núm. 1 de Inca y
mediante nuevo proveído de 27 de febrero de 1995.
se tiene por personado y parte al Procurador de los Tri­
bunales don Manuel Jesús Muñoz Fernández. en nombre
y representación de doña Francisca Amengual Fiol. Asi­
mismo. se concedió un plazo común de veinte días a
las partes personadas y al Ministerio Fiscal para que.
con vista de las actuaciones. formulasen las alegaciones
que estimasen pertinentes.

7. El recurrente en amparo. mlldiante escrito pre­
sentado el dla 16 de marzo de 1995, formuló sus ale­
gaciones en las que insiste en el hecho de haber efec­
tuado dentro de plazo la consignación de las rentas pen­
dientes para poder acceder al recurso de ap'elación. citan­
do de nuevo la jurisprudencia de este Tribunal que dis­
tingue entre la consignación misma de las rentas -re­
quisito esencial e insubsanabl_ y su acreditación
-requisito formal y subsanabl_, y concluye suplicando

al Tribunal Constitucional el otorgamiento del amparo
solicitado.

8. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional. en su
escrito de alegaciones. presentado el día 22 de marzo
de 1995. interesó .que se dictase Sentencia por la que
se otorgue el amparo soliCitado. se anule la Sentencia
de la Seceión Tercera de la Audiencia Provincial de Palma
de Mallorca. de 22 de marzo de 1994. dictada en rollo
de sala núm. 87/94 y el Auto de aclaración de la misma.
de 15 de abril de 1994, así como que se dicte nueva
Sentencia por la Audiencia Provincial en la que. sin per­
juicio de sus facultades en orden a la interpretación de
las normas, no se inadmita el recurs.o de apelación por
incumplimiento del requisito del arto 148.2 de la L.A.U.
de 1964. .

Argumenta. en síntesis. el Ministerio Fiscal que no
habiéndose ofrecido por la Audiencia Provincial un trá­
mite al recurrente en apetación para acreditar la con­
signación de las' rentas. la consecuencia de inadmitir
la apelación obedeció a un criteri,o excesivamente rigo­
rista de interpretación del arto 148.2 de la L.A.U.. con
perjuicio del derecho fundamental de acceso a los recur­
sos legalmente previstos. Cita en su argumentación el
Ministerio Fiscal la reiterada' jurisprudencia constitucio­
nal sobre esta cuestión y, fundamenlalmente, la
STC 344/1993, en que aquélla aparece resumida.

9. Mediante escrilo presentado en eSle Tribunal el
día 27 de marzo de 1995, la representación procesal
de doña Francisca Amengual Fiol. demandanle en el
previo proceso judicial. formuló sus alegaciones argu­
mentando que la verdadera. pretensión del recurrente
es la de utilizar el recurso de amparo como una lercera
instancia y que el derecho fundamental a la lutela judicial
efectiva. como ha declarado en reiteradas ocasiones este
Tribunal. se satisface con la obtención de una resolución
fundada en Derecho, que puede ser de inadmisión, como
ocurre en el presente caso. Por ello, concluye solicitando
la desestimación de la demanda de amparo.

10. Por providencia de 19 de junio de 1995, se
fijó para la deliberación y fallo del presente recurso el
siguienle día 20 del mismo roes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo se dirige conlra
la Sentencia dictada por la Sección Tercera de la Audien­
cia Provincial de Palma de Mallorca, por la que se declara
mal admitido el recurso de apelación inlerpuesto por
el demandante de amparo contra la Sentencia dictada
por el Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Inca
en juicio de cognición sobre resolución de contrato de
arrendamiento que habla estimado la demanda y. en
consecuencia, ordenaba al inquilino. recurrente en ampa­
ro. que dejara libre la vivienda arrendada. La Sentencia
de la Audienéia consideró incumplido el presupuesto de
admisibilidad de la apelación previsto en el arto 148.2
de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964. al no
haber acreditado el apelante estar al corriente del pago
de la nIDta arrendalicia al liempo de inlerponer aquel
recurso.

Reprocha el recurrente a esta Sentencia la vulnera­
ción del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva.
en su manifestación de derecho al recurso legalmente
previsto. vulneración que se habr!a producido al efec­
tuarse una interpretación excesivamente rigorista de
aquel presupuesto procesal. pues la inadmisión se pro­
dujo sin que se hubiera otorgado parla Sala al apelante
trámite alguno que le hubiera permitido acreditar que
tal consignación fue efectivamente efectuada.
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Alega también el recurrente la vulneración por dicha
resolución del principio'constitucional de igualdad. sin
que nada argumente al respecto, lo que nos exime de
cualquier razonamiento en relación con la alegada vul­
neración, cuya cita debe considerarse meramente retó­
rica.

A la pretensión esencial del recurrente se adhiere
el Ministerio Público, para quien el recurso debe ser esti-'
mado por infringir la resolución recurrida el derecho a
la tutela judicial. en su manifestación de acceso a los
recursos, ya que se ha aplicado de manera excesiva­
mente rigurosa un presupuesto procesal legalmente exi­
gido para acceder al recurso de apelación en los procesos
arrendaticios.

Frente a tal pretensión se alza la de la actora en
el proceso arrendaticio. que se ha personado como parte
recurrida en el proceso constitucional y quien considera
que la Sentencia de la Audiencia Provincial cuya impug­
nación se pretende en esta sede, satisface plenamente
las exigencias derivadas del derecho fundamental a la
tutela judicial efectiva, ya que contiene un pronuncia­
miento razonado en Derecho por el que se inadmite
de forma motivada un recurso que adolece del cum­
plimiento de un presupuesto procesal legalmente
previsto.

2. Reiteradamente hemos declarado que, habiendo.
sido previsto por el legislador un determinado medio
de impugnación contra la Sentencia, el derecho a su
utilización forma parte del contenido del derecho fun­
damental a la tutela judicial efectiva y que, si bien este
derecho no padece en los casos en que se obtiene una
resolución de inadmisión por el incumplimiento de los
presupuestos y requisitos procesales previstos legalmen­
te. también hemos reiterado que. a la hora de interpretar
tales requisitos de admisibilidad de los recursos, debe
evitarse la conversión de cualquier irregularidad procesal
en un obstáculo insalvable para la continuación del pro­
ceso y. en consecuencia, para obtener un pronuncia­
miento sobre el fondo de la cuestión litigiosa, al margen
de la razón y de la finalidad que inspira la exis­
tencia del requisito procesal (SSTC 69/1984. 90/1986
Y 37/1995).

Asimismo, este Tribunal ha tenido ya ocasión de pro­
nunciarse en reiteradas ocasiones en relacióncon la apli­
cación de esta doctrina general al requisito del pago.
o consignación de rentas previsto en el art. 148.2 de
la L.A.U. de 1964 (SSTC 59/1984. 104/1984.
90/1986,46/1989,62/1989,121/1990,31/1992.
51/1992,87/1992.115/1992,139/1993,
214/1993.344/1993 y 249/1994).

La doctrina que todas estas resoluciones expresan
ha sido reflejada, de forma completa y precisa. en la
STC 344/1993, que con acierto cita el Ministerio Fiscal
en su escrito de alegaciones. y que resolvió un supuesto
que guarda una sustancial similitud con el ahora dis­
cutido. Decíamos en dicha Sentencia que el pago o con­
signación de las rentas que el arto 148.2 de la L.A.U.
de 1964 exige para poder utilizar los recursos contra
las resoluciones que lleven aparejado el lanzamiento «no
constituye un mero requisito formal. sino una exigencia
esencial para el acceso a la sustanciación de los recursos.
Su finalidad es la de asegurar los intereses del arrendador
que ha obtenido una Sentencia favorable .y evitar que
el arrendatario se valga del recurso para dejar de satis­
facer la renta durante la tramitación del mismo -es decir.
evitar que instrumentalice el proces" como una manio­
bra dilatoria-». (STC 344/1993, fundamento jurídico
2.°).Dicho de otro modo. este presupuesto procesal para
acceder a los recursos legalmente previstos «cumple una
función de equilibrio entre el derecho del arrendador,
reconocido ya por una decisión judicial. a su efectividad

y el derecho a la efectividad de la tutela judicial en su
plenitud, con una finalidad disuasoria del abuso de este
último para dilatar aquél» (STC 249/1994, fundamento
jurídico 1.°).

Continúa argumentando la STC 344/1993 que, si
bien la redacción literal del precepto legal comentado,
que hace referencia a la acreditación de aquel pago,
permitiría una interpretación automática y rigurosa que
Ilevar.a a considerar inescindible la .exigencia del pago
o consignación de las rentas y la simple acreditación.
debe, sin embargo. dicho requisito interpretarse de
manera finalista o teleológica. de modo que no se con­
vierta en obstáculo insalvable el incumplimiento invo­
luntario y no malicioso de requisitos formales.

Esta interpretación teleológica obliga a distinguir
entre el hecho del pago o consignación. que asegura
la salvaguardia de los intereses del arrendador, y la acre­
ditación de ese pago o consignación que constituye un
simple requisito cuyos eventuales defectos son suscep­
tibles de subsanación.

Así pues. <<la falta de prueba o acreditación del pago
o consignación. al constituir un defecto subsanable. sólo
puede fundar una resolución de inadmisión del recurso
previa la concesión de un plazo para su subsanación
sin que se haya cumplido el requisito. Así lo exigen el
principio de interpretación de las normas procesales en
el sentido más favorable a la efectividad del derecho
a la tutela judicial efectiva y la regla general del
arto 11.3 L.O.P.J.». (STC 344/1993. fundamento jurfdi­
ca 2.°).

3. La aplicación de la anterior doctrina a la preten­
sión deducida en la demanda de amparo, ha de conducir
directamente a su estimación.

En efecto. si bien el pago o consignación de las rentas
derivadas del contrato de arrendamiento no aparece de
ninguna forma documentado en las actuaciones -igno­
rándose si ello se debe a una irregularidad del Juzgado
o a la pasividad del recurrente que no aportó tal docu­
mentación a los Autos-. a la demanda de amparo se
acompañan los documentos bancarios acreditativos de
la consignación. el día 10 de noviembre de 1993. de
las rentas correspondientes a los meses de octubre y
noviembre de 1993, que constituyen las mensualidades
inmediatamente anteriores a lajnterposición del recurso
de apelación -la providencia que declara interpuesto
en tiempo y forma dicho recurso es de fecha 30 de
noviembre de 1993.

Así pues, la Sentencia que ahora se impugna. si bien
declara en su fundamento jurídico 2.0 que. con arreglo
a la doctrina de este Tribunal, la falta de acreditación
del pago o consignación de las rentas es un requisito
formal subsanable. en vez de abrir un trámite para per­
mitir a la parte apelante su subsanación. tal y como
exige también la doctrina constitucional que acertada­
mente expone. declara mal admitida la apelación pre­
cisamente por la constatada falta de acreditación en las
actuaciones de la consignación de las rentas por el
apelante.

Así pues, la Sentencia de la Audiencia Provincial de
Palma de Mallorca, impugnada en este recurso. al con­
vertir la falta de este requisito formal subsanable en un
obstáculo procesal insalvable para la obtención de una
resolución de fondo. sin haber brindado a la parte ape­
lante la posibilidad de subsanar aquel defecto de forma.
ha anudado a la citada irregularidad procesal una sanción
desproporcionada. y. en consecuencia. ha vulnerado el
derecho fundamental a la tutela judicial efectiva del
recurrente en amparo.



BOE núm. 175. Suplemento Lunes 24 julio 1995 35

FALLO·

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA. .

Ha decidido

Estimar el amparo solicitado por don Antonio Seguí
Tur y, en su virtud:

1.o Reconocer el derecho del recurrente a la tutela
judicial efectiva.

2. 0 Declarar la nulidad de la Sentencia,' de 22 de
marzo de 1994, de la Sección Tercera de la Audiencia
Provincial de Palma de Mallorca, recaída en recurso de
apelación, rollo núm. 87/94.

3.o Retrotraer las actuaciones al momento procesal
inmediatamente anterior al pronunciamiento de tal reso­
lución, a fin de que la Sala conceda al recurrente en
amparo la posibilidad de subsanar el defecto de acre­
ditación del pago o consignación de las rentas vencidas,
antes de adoptar la resolución que proceda.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veinte de junio de mil novecientos
noventa y cinco.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vicente
Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enrique Ruiz Vadi­
1I0.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Javier Del­
gado Barrio.-Firmados y rubricados,

17810 Pleno. Sentencia 101/1995, de 22 de junio
de 1995. Conflicto positivo de competencia
616/1987. Promovido por el Consejo de
Gobierno de la Diputación Regional de Can­
tabria frente al Gobierno del País Vasco en
relación con ciertos actos del Gobierno vasco
en el municipio de Villaverde de Trucíos. Voto
particular.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por
don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don José
Gabaldón López, don Fernando García-Mon y Gonzá­
lez-Regueral, don Vicente Gimeno Sendra, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam­
pos, don Pedro Cruz VillaIón, don Caries Viver Pi-Sunyer,
don Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga
y Cabrera, don Javier Delgado Barrio y don Tomás
S. Vives Antór¡, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el conflicto positivo de competencia núm. 616/87,
promovido por el Consejo de Gobierno de la Diputación
Regional de Cantabria, frente al Gobierno del País Vasco,
en relación con ciertos actos que se han llevado a cabo
en el municipio de Villaverde de Trucíos. Ha sido parte
el Gobierno del País Vasco, representado y defendido
por don Javier Balza Aguilera y don Ignacio López Cár­
camo. Ha comparecido el Abogado del Estado, en repre­
sentación del Gobierno de la Nación. Ha sido Ponente
el Presidente, don Alvaro Rodríguez Bereijo, quien expre­
sa el parecer del Tribunal.

l. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 9 de
mayo de 1987, el Letrado de la Dirección Jurídica Regio­
nal de la Comunidad Autónoma de Cantabria doña Mave
García de los Ríos Cobo, en representación de su Consejo
de Gobierno, promovió conflicto positivo de competencia
frente a ciertos actos del Gobierno, de la Comunidad
Autónoma del País Vasco realizados en el municipio de
Villaverde de Trucíos.

2. La fundamentación jurídica del presente conflic­
to, según se expone en la demanda, es la que sigue:

a) Con fecha 30 de enero de 1987, el Consejo de
Gobierno de Cantabria tuvo conocimiento de que, por
un Departamento o Servicio del Gobierno vasco, se
habían practicado análisis en la red de abastecimiento
de agua del Ayuntamiento de Villaverde de Trucíos, y
comunicado el resultado de Id!; mismos al Jefe Lo.cal
de Sanidad de'dicho municipio. Por este motivo, la Comu­
nidad Autónoma de Cantabria indagó sobre cuáles eran
las actuacionas que, por parte de organismos depen­
dientes del Gobierno vasco, se venían realizando dentro
del término municipal de Villaverde de Trucíos y de

, dichas indagaciones se llegó al conocimiento de que
dentro del territorio de dicho municipio se estaban lle­
vando a cabo obras por personal funcionario del Gobier­
no vasco, utilizando materiales y vehículos de la Dipu­
tación Foral de Vizcaya. Asimismo, se pudo saber que
la Policía Autonómica vasca estaba ejerciendo las fun­
ciones que sólo dentro del territorio de dicha Comunidad
Autónoma puede realizar, suplantando de hecho las com­
petencias que corresponden a la Guardia Civil de Tráfico
en la Comunidad Autónoma de Cantabria.

b) Ante tales hechos, y si bien es cierto que sólo
en lo que se refiere a los análisis de aguas se disponía
de la apoyatura documental sU,ficiente, el Consejo de
Gobierno de Cantabria adoptó, en su reunión del día
19 de febrero de 1987, el Acuerdo de dirigir al Gobierno
de la Comunidad Autónoma del País Vasco requerimien­
to de incompetencia por invadir las competencias en
un municipio cual es el de Villaverde de Trucíos, com­
prendido dentro de los límites administrativos de la que
constituía la Provincia de Santander, y que por lo t<:tnto,
queda incluido en el ámbito territorial y competencial
exclusivo del Ente autonómico que es la Diputación
Regional de Cantabria. En el requerimiento se tachaban
de incompetentes los siguientes actos: Realización de
análisis oficiales de las aguas de la red de Villaverde
de Trucíos; realización de obras en el término municipal
de Villaverde de Trucíos por personal funcionario y uni­
formado del Gobierno vasco; y la imposición de multas
y sanciones dentro del territorio del municipio de Villa-
verde de Trucíos. '

c) Por escrito de fecha 8 de abril de 1987, el Gobier­
no vasco comunicó a la Diputación Regional de Cantabria
que no atendía a dicho requerimiento por considerar
que concurría indeterminación en la delimitación de los
actos que se le imputaban, el momento en que tuvieron
lugar y la norma en virtud de la cual estaban viciados.
Frente a este Acuerdo, el Letrado del Consejo de Gobier­
no de Cantabria entiende que los hechos a que el raque­
rimiento de incompetencia se contrae han sido debi­
damente concretados; de ello es prueba evidente el docu­
mento que en fotocopia se acompaña, en la que cla­
ramente aparece el escudo del País Vasco y la fecha
de su remisión al Jefe Local de Sanidad de Villaverde
de Trucíos, por lo que el Consejo de Gobierno de Can­
tabria difícilmente pudo tener conocimiento de tales
hechos sino en fechas muy posteriores a la del escrito
de remisión referido de 9 de enero de 1987. En cuanto


